CONTRATO ESTATAL − ACTOS ADMINISTRATIVOS – Clasificación −  General − Individual 

Ahora bien, dentro de los actos administrativos se suelen distinguir los actos de contenido general de aquellos de contenido individual y concreto. Así, éstos últimos se caracterizan por la presencia de varios elementos: i) la expresión o manifestación concreta o específica, proveniente de quienes ejercen funciones administrativas,  aunque, excepcionalmente el acto administrativo también puede consistir en una omisión; ii)  dicha manifestación puede provenir no solo de los órganos de la rama ejecutiva del poder público, sino también, de cualquier autoridad de los otros poderes, de los órganos autónomos, o de los particulares que ejercen funciones públicas; iii)  la expresión de la voluntad debe provenir de un solo sujeto, esto es, de aquel que ejerce funciones públicas; iv) dicha voluntad no puede ser otra que la prevista en la Constitución, en la ley o en los reglamentos; v) y se debe tratar de una voluntad decisoria, es decir, que posea fuerza suficiente para crear situaciones jurídicas concretas y particulares o para reconocer un derecho de igual categoría. 
CONTRATO ESTATAL −  LICENCIAS AMBIENTALES −  Recursos  Naturales −  No Renovables −   

La Sala encuentra pertinente señalar que uno de los elementos esenciales para determinar la validez de un acto administrativo es el sujeto activo, es decir, la administración o quien cumple funciones administrativas, y que actúa como sujeto impulsor de la actividad procedimental y ejecutor unilateral de lo decidido. La competencia debe ser atribuida por la Constitución, la ley o el reglamento; debe ser expresa, irrenunciable, improrrogable y sólo excepcionalmente delegable; debe ser de estricto cumplimiento con el objeto de satisfacer los intereses generales del ordenamiento jurídico y, por lo tanto, un acto proferido por sujetos que no tengan competencia legalmente atribuida para ello, se encuentra viciado de nulidad.  [E]n vigencia de la Ley 99 de 1993 y de su decreto reglamentario 1753 de 1994, las autoridades competentes para expedir las licencias ambientales para la explotación de recursos naturales no renovables que se lleve a cabo en el marco de proyectos de pequeña y mediana minería, son las Corporaciones Autónomas Regionales en sus respectivas jurisdicciones.
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Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Se decide la apelación contra la sentencia del 3 de noviembre de 2000 proferida por el  Tribunal Administrativo de Cali
, mediante la cual se denegaron en su totalidad las pretensiones de la demanda.

I. ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS
Resolución No. 1300 de diciembre 30 de 1994, proferida por la Corporación Autónoma Regional del Cauca, subdirección de recursos naturales, división aguas. Por medio de la cual se niega la prórroga de un permiso común para extracción de materiales de arrastre
.

Resolución No. 54 de abril 12 de 1996. Proferida por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, división gestión territorial Cali. Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición en el sentido de confirmar en todas y cada una de sus partes la resolución No. 1300 de diciembre 30 de 1994
. 
Resolución No. 177 de agosto 8 de 1997. Proferida por la corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, dirección general. Por medio de la cual se resuelve un recurso de apelación en el sentido de confirmar en todas y cada una de sus partes las resoluciones Nos. 1300 de diciembre 30 de 1994 y 54 de abril 12 de 1996
.
II.  NORMAS INVOCADAS POR EL DEMANDANTE COMO VIOLADAS Y EL CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

1. Normas violadas: 

El actor mencionó como normas violadas las siguientes: los artículos 6, 29 y 90 de la Constitución Política, los artículos 29, 30 y 31 de la Ley 99 de 1993, y los artículos 41 a 46, 76, 111 y 130 del Decreto Ley 2655 de 1988 por medio del cual se expide el Código de Minas
. 

2. Concepto de la violación:

Para el demandante, la administración violó el debido proceso que debe observarse en el trámite de la prórroga de los permisos para la extracción de materiales de arrastre, pues la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca
 no era la autoridad competente para resolver dicha solicitud. 

Aduce el demandante, que en los términos del Código de Minas –Decreto Ley 2655 de 1988-, a quien le correspondía otorgar el permiso para explotar los materiales del suelo minero era al Ministerio de Minas y, posteriormente, en virtud de la Ley 99 de 1993, dicha competencia fue asumida por el Ministerio del Medio Ambiente.

En consecuencia, el acto administrativo por medio del cual se denegó la prórroga del permiso para la extracción de materiales de arrastre, adolece del vicio de falta de competencia y falsa motivación, y por tanto, debe ser anulado.

III. TRÁMITE DEL PROCESO

1.  Antecedentes.

Como fundamento de las pretensiones, el actor expuso los hechos que la Sala sintetiza así:

1.1. La Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. fue constituida por escritura pública No. 595 del 15 de febrero de 1973 en la Notaría Segunda de Cali, e inscrita en la Cámara de Comercio bajo el No. 04368
.  
1.2. La Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda., desde la fecha de su constitución, presentó a la Gobernación del Departamento del Valle solicitud de permiso para la extracción de material de arrastre del Río Cauca en jurisdicción del municipio de Cali
.

1.3. La División de Asuntos Delega dos de la Nación –Sección Minas- de la Gobernación del Valle del Cauca, mediante resolución No. 1881 de noviembre 9 de 1981, autorizó la explotación del material de arrastre ubicado en la jurisdicción de Cali, comprendida dentro de los siguientes linderos: “Desde el punto A situado a 300 metros, aguas abajo, del puente del Hormiguero, margen izquierdo del rió, hasta el punto B, situado a 500 metros del punto A”. El permiso puede ser prorrogado por 5 años.

1.4. La Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, mediante resolución No. 196 de abril 1 de 1987, otorgó a la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. permiso para extraer arena, grava y balasto en la misma área y linderos del permiso conferido por la Gobernación en la resolución No. 1881 de noviembre 9 de 1981.  “La profundidad máxima de la explotación que se otorgó fue de 0.5 mts. con una sola draga, para un volumen máximo de 50 m3/día para un total de 1.500 m3/mes y solo por el término de 1 año”
.
1.5. Mediante resolución No. 90 de febrero 14 de 1990, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, subdirección de recursos naturales, división de aguas, resolvió el recurso de reposición interpuesto por la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. contra la resolución anotada en el párrafo anterior, en el sentido de permitir la extracción de arena, grava y balasto, pero a una distancia de 800 metros aguas abajo del puente El Hormiguero. Seguidamente, la autoridad ambiental aclaró que dicho permiso se otorgaba hasta cuando se obtuvieran los resultados del estudio que la CVC y el Ministerio de Obras Públicas estaban adelantando y advirtió que, una vez se conocieran dichos resultados, se ordenaría la suspensión definitiva de la extracción o se fijarían las pautas para que siguiera operando. El demandante anotó que a la fecha de la presentación de la demanda dichos estudios no se conocían.

1.6. Según narra el demandante, la propia CVC le solicitó que presentara ante esta entidad un escrito en el que pidiera la prórroga del mencionado permiso; por esta razón, la parte demandante, el día 24 de junio de 1993, formuló petición dirigida a la CVC con el fin de que se prorrogara el permiso concedido mediante resolución No.196 de 1 de abril de 1987, el cual, según afirma el demandante, ya había cumplido el término de vigencia de 5 años que se otorga comúnmente para la extracción de materiales de arrastre.  

Por resolución No. 1300 de diciembre 30 de 1994 se niega la prórroga del permiso común para la extracción de materiales de arrastre otorgado a la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. Para la CVC, los intereses públicos de conservación, preservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales del río Cauca deben primar sobre la utilidad particular; por esta razón, siguiendo los argumentos expuestos por el Personero Municipal de Cali, la entidad demandada consideró que la explotación afectaba dichos intereses, pues la draga estaba ubicada a una distancia de 1 km. del puente El Hormiguero sobre el río Cauca y técnicamente se había recomendado una distancia no inferior a 5.000 metros; y además, la zapata central del río estaba cediendo de manera preocupante.

1.7. La Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación contra la resolución No. 1300 de diciembre 30 de 1994
. Según el actor, por medio de la resolución demandada la administración actuó contra derecho y  desconoció su propio acto administrativo, es decir, la resolución No. 196 de abril 1 de 1987, pues este aún se encontraba vigente, ya que ni su objeto había desaparecido, ni se había vencido un término o agotado un plazo previstos en el mismo acto, ni frente a este había operado la revocatoria decretada en el marco de una acción de lesividad.

Adicionalmente, el demandante consideró que los argumentos del ministerio público sobre el deterioro de la zapata central del puente, obedecen a meras deducciones que carecen de sustento técnico. Por el contrario, y basándose en la experticia de un ingeniero hidráulico, el actor afirmó que el deterioro de la zapata central del puente se originó por el tablescado que el Ministerio de Obras Públicas construyó en la década de los setenta. 

La división de gestión territorial de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca resolvió, mediante resolución No. 54 de 1996, confirmar la resolución No. 1300 y asimismo, resaltó la necesidad de detener a la mayor brevedad la extracción de materiales de arrastre donde se encuentra ubicada la draga de Dragados Perea & Cia. Ltda. para lograr la restitución de las condiciones naturales anteriores.

La entidad soportó su decisión en el estudio técnico realizado por la división de estudios y normas –grupo de materiales de arrastre de la CVC-, de acuerdo con el cual, la explotación excesiva realizada por la draga de Dragados Perea & Cia Ltda. provocó dos fosos que afectaron la cimentación de la pila central y del estribo izquierdo del puente El Hormiguero.     

Para la CVC, su decisión de no reponer el acto, se produjo como consecuencia del acaecimiento de la condición provista en la resolución No. 90 de 1990, en la cual se aclaró que el permiso de explotación tendría vigencia hasta que se obtuvieran los resultados del estudio técnico adelantado por dicha entidad.

1.8. La dirección general de la CVC, mediante resolución No. 177 de agosto de 1997, resolvió el recurso de apelación que interpuso el aquí demandante y confirmó en todas sus partes las resoluciones Nos. 1300 de 1994 y 54 de 199.  Asimismo, ordenó iniciar el procedimiento consagrado en el Decreto 1594 de 1984 con el fin de determinar si era procedente la suspensión de las labores extractivas.

Dicha resolución fue notificada personalmente al apoderado de la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. el día 25 de agosto de 1997.
1.9. Según narra el demandante, antes de que la dirección general de la CVC decidiera el recurso de apelación contra la resolución No. 1300 dispuso, mediante oficio No. 12 de marzo 19 de 1997, enviar el expediente No. 87 de extracción de materiales de arrastre de la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda., al Ministerio de Minas y Energía, el cual, en los términos del Código de Minas ostentaba la competencia para el caso.  

2. Demanda.

2.1. La demanda fue presentada el 9 de diciembre de 1997
. Mediante auto del 25 de enero de 1998 fue admitida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, ordenándose, entre otras cosas, notificar personalmente al Director de la CVC y al agente del Ministerio Público
. 
La entidad demandante formuló las siguientes pretensiones. En primer lugar, que se declare la nulidad de las resoluciones Nos. 1300 de diciembre 30 de 1994, 54 de abril 12 de 1996 y 177 de agosto 8 de 1997, proferidas por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca –CVC-, por medio de las cuales se negó la prórroga de una licencia de extracción de materiales de arrastre y se resolvieron los respectivos recursos de reposición y apelación interpuestos contra dicha solicitud. En segundo lugar, que se declare que la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda. puede continuar con sus labores extractivas de materiales de arrastre sobre el lecho del río Cauca, mientras el organismo competente, esto es, el Ministerio de Minas y Energía, continúe autorizando esta actividad comercial. En tercer lugar, y como consecuencia de la declaratoria de nulidad, se solicita que se condene a la CVC al reconocimiento y pago de los daños causados a la Sociedad Dragados Perea & Cia. Ltda., por concepto de daño emergente y lucro cesante, en la cuantía que se determine pericialmente con la respectiva indexación, conforme al artículo 178 del C.C.A. 

2.2. La Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca -CVC- se opuso a las pretensiones y realizó las siguientes precisiones
: 

2.2.1. En cuanto a los hechos y omisiones que sirvieron de fundamento a la acción, el demandado afirmó allanarse a unos y negar otros. Así:

· Para la entidad demanda los hechos primero y cuarto son ciertos. 

· Respecto del hecho segundo, la CVC considera que no es cierto, pues la solicitud de extracción la realizó la señora Ileana Reyes de Perea como persona natural, con el fin de llevarla a cabo en el predio adquirido en proindiviso con la señora Italia Jaramillo de Perea, mediante escritura pública No. 1031 de 1975.

· En cuanto al hecho tercero, para la entidad demandada es cierto, siempre y cuando se tenga en cuenta que el permiso se otorgó a la señora Ileana Reyes de Perea.

· Para la CVC, el hecho quinto es parcialmente cierto. Según la entidad demandada, sí se realizaron estudios que prueban el daño que la draga estaba ocasionando a la zapata del puente El Hormiguero, los que sirvieron de fundamento para la resolución No. 54 de 1996.

· Respecto del hecho sexto, la entidad demandada afirma que es cierto y que el personero municipal de Cali actuó de conformidad con el artículo 89 literal c) del decreto 1541 de 1978.

· Para la CVC el hecho séptimo es cierto; sin embargo, la entidad no comparte el estudio presentado por el actor con base en el cual interpuso el recurso contra la resolución No. 1300 de 30 de diciembre de 1994.

· En cuanto al hecho octavo, la CVC considera que es cierto. En este orden de ideas, afirma que como consecuencia del procedimiento previsto en el decreto 1594 de 1984, al cual hace remisión la ley 99 de 1993 en su artículo 85, la dirección regional suroccidental de la CVC profirió la resolución No. 01 de febrero 23 de 1998 en la cual se ordena a la Sociedad infractora suspender de forma inmediata la extracción de materiales de arrastre por estar deteriorando los recursos naturales; asimismo, se ordena el retiro inmediato de la maquinaria; la elaboración y presentación dentro de los 10 días siguientes de un plan de mitigación y compensación del daño, cuya omisión acarrea la imposición de las correspondientes sanciones; por último, se ordena abrir investigación contra la Sociedad Dragados & Perea Cia. Ltda. por la violación de la legislación ambiental. 

Dicha resolución fue notificada a la Sociedad infractora el 26 de febrero de 1998; sin embargo,  según lo afirma la entidad demandada la presentación de la demanda de nulidad y restablecimiento de derecho, que hoy se resuelve, impidió el desarrollo y desenlace del procedimiento administrativo establecido en el decreto 1594.

· Finalmente, en cuanto al hecho noveno, para la CVC es cierto, siempre y cuando se tenga en cuenta que la fecha del oficio es el 13 de marzo de 1997 y que según la respuesta del Ministerio de Minas y Energía, en virtud de lo dispuesto por  el artículo 50 del Código de lo Contencioso Administrativo, los recursos de apelación deben ser resueltos por el superior funcional de la autoridad que los expidió y, por tanto, el Ministerio no era el competente para conocer en segunda instancia de las resoluciones de la CVC. 

2.2.2. En cuento a los fundamentos de derecho y el concepto de la violación, la CVC afirmó lo siguiente:

· En ningún momento se han violado la Constitución o la Ley, pues la competencia de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca para expedir la autorización para la extracción de materiales de arrastre fue asignada por el decreto 737 de 1971, por medio del cual se adoptaron los estatutos que regían la administración y funcionamiento de la CVC, y se le concedieron a esta entidad amplias facultades para el manejo de los recursos naturales renovables en el área de su jurisdicción. 
Así mismo, la ley 2811 de 1974, por la cual se dictó el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio, estableció en sus artículos 99, 100 y 101, que la extracción de materiales de arrastre por particulares, requiere del permiso de la entidad que debe velar por la conservación del cauce o lecho en el que se desarrollará el proyecto y, además, que se ordenará la suspensión temporal o definitiva de las explotaciones de que se derive peligro grave para la población o servicios públicos.

Igualmente, la ley 99 de 1993, en sus artículos 23, 31 y 33, estableció que las Corporaciones Autónomas Regionales son las encargados de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y de expedir las licencias ambientales para la explotación y aprovechamiento de éstos.

Por último, el decreto 1753 de 1994, por medio del cual se reglamentó parcialmente la ley 99 de 1993 en el tema de las licencias ambientales,  estableció que la obtención de dicha licencia, es condición previa para el ejercicio de los derechos que surjan de los permisos, autorizaciones y concesiones que no sean competencia de la autoridad ambiental.

Adicionalmente, para la CVC  del oficio 46104 expedido por el Ministerio de Minas y Energía el 27 de mayo de 1997, se desprende que  la Corporación Autónoma es la competente para el manejo de dichos recursos.

De otra parte, sobre las sanciones y medidas de policía, la CVC afirmó que la medida preventiva de la resolución No. 01 de febrero 23 de 1998, fue acorde al artículo 85 parágrafo tercero de la ley 99 de 1993, el cual remite al decreto 1594 de 1984 relativo a la procedencia de la suspensión de las labores extractivas.    

En este orden de ideas, la CVC consideró que las anteriores eran razones de derecho suficientes para desvirtuar la falta de competencia que se demanda, y para concluir que los permisos para la explotación y uso de los recursos naturales que están ubicados en el departamento del Valle del Cauca, estaban a su cargo.

En relación con los motivos técnicos que sustentaron las resoluciones demandadas, la CVC sostuvo que la discusión estaba precedida por los problemas que se presentaron en el año 1986 por la cercanía de la draga de la Sociedad Dragados & Perea Cia. Ltda. al puente de El Hormiguero, a raíz de los cuales fue necesario trasladar la draga a una distancia de 800 mts del puente. Con el fin de determinar los efectos actuales de la extracción de la Sociedad infractora sobre el cauce y el flujo del río Cauca y los efectos a corto plazo sobre la cimentación del puente, la CVC realizó unas actividades, de las cuales se concluyó lo siguiente:

· Que los dos fosos que actualmente tiene el río Cauca en el sitio donde está ubicada la draga son provocados por la explotación excesiva que realiza la Sociedad desde que se instaló en el sitio, hace aproximadamente 5 años. 

· Que el fondo natural del río ha sido alterado en su morfología, provocando una profundización de su cauce y un aumento local del flujo superficial con ondas alrededor de 0.40 y 0.60 mts de altura, lo cual, afecta las canoas que viajan por el río cargadas de arena, ya que su altura es casi igual a la de las ondulaciones. 

· Que los cambios antrópicos que se han producido en la ubicación de la draga hacen prever la continuación del avance del foso hacia el puente El Hormiguero. 

Finalmente, la CVC recomendó detener a la mayor brevedad posible la extracción de materiales de arrastre donde se encuentra ubicada la draga Dragados & Perea Cia. Ltda., con el fin de restablecer las condiciones naturales del río.

3. Pruebas.
Mediante auto proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el 18 de agosto de 1998, se abrió el periodo probatorio
. 

Se ordenó tener como pruebas documentales las aportadas con la demanda y con la contestación
. 
Se dispuso practicar en un término de 60 días, las siguientes pruebas: Por la parte demandante, solicítense los antecedentes administrativos de los actos enjuiciados y decrétese la prueba pericial solicitada.

Por la parte demandada, recepciónese testimonio al ingeniero FREIDE GUZMAN, jefe del programa de extracción de materiales de arrastre de la CVC, y decrétese la inspección judicial al sitio materia del litigio.

4. Sentencia apelada. 

Mediante Sentencia del 3 de noviembre de 2000
, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, resolvió negar en su totalidad las pretensiones de la demanda, con fundamento en las siguientes consideraciones: 

4.1. Previamente a resolver el asunto objeto de la litis, el Tribunal advirtió que si bien en el expediente obran los estudios realizados por la personería de Cali sobre los perjuicios causados por la extracción de materiales de arrastre, no serían examinados toda vez que no fueron cuestionados por la parte actora.

4.2. El Tribunal sintetizó los cargos formulados por el demandante de la siguiente manera: 
4.2.1. Mediante la resolución No. 90 de 1990, la CVC otorgó permiso común a la Sociedad Dragados & Perea Cia. Ltda. para la extracción de materiales de arrastre hasta cuando se obtuvieran los resultados del estudio técnico adelantado por la CVC y el MOPT. Pese a que al momento de la expedición de los actos demandados no había acaecido la condición resolutoria, es decir, los resultados del estudio técnico, la CVC resolvió revocarlos unilateralmente.

4.2.2. Para el Tribunal, no se estaba haciendo uso de la condición resolutoria porque sólo es posible hacerla valer en vigencia del contrato y, en este caso, el plazo de la licencia ambiental ya había expirado. Así las cosas, cuando el demandante solicitó la prórroga dio inicio a una nueva actividad administrativa, cuyo trámite incluye publicar en un diario de amplia circulación un extracto de la petición y comunicar a la personería municipal para que conceptúe sobre lo pedido, trámite que podía culminar con la expedición o la revocatoria de la nueva licencia, pero en todo caso, sería una decisión independiente de la licencia inicial.

4.2.3. En cuanto a la competencia de la CVC para resolver sobre las prórrogas de licencias en materia de extracción de materiales de arrastre, el Tribunal concluyó que, en los términos de la ley 99 de 1993, las Corporaciones Autónomas Regionales son las máximas autoridades ambientales en la jurisdicción con competencia para expedir dichas licencias, imponer medidas policivas y sancionar en caso de vulneración de las normas de protección ambiental, puesto que el manejo, administración y fomento de los recursos naturales renovables está a su cargo.

4.2.4. El Tribunal resaltó la contradicción existente en torno a las competencias de las Corporaciones Autónomas Regionales y del Ministerio de Minas, así como en lo relacionado con la clasificación de los materiales de arrastre de los ríos, pues el Código de Minas los considera recursos no renovables, mientras que la ley 99 de 1993 los denomina recursos renovables. Sin embargo, con fundamento en la interpretación que la Corte Constitucional en la sentencia C-126 de abril 1 de 1998, en la que se determinó que las eventuales contradicciones normativas podían ser resueltas por las autoridades encargadas de aplicar las leyes en casos concretos, a través de las clásicas reglas de solución de conflictos entre disposiciones, como “ley posterior deroga ley anterior o la norma especial se debe preferir a la norma general”. 

Así las cosas, el Tribunal concluyó que teniendo en cuenta la posterioridad y especialidad de la legislación ambiental frente al Código de Minas, aquella debe aplicarse de preferencia y, por tanto, la CVC ostenta la competencia para otorgar o revocar licencias de explotación de materiales de construcción.     

4.2.5. Finalmente, el Tribunal consideró que si bien la CVC, antes de resolver el recurso de apelación contra la resolución 001300 dispuso enviar el expediente al Ministerio de Minas para que este decidiera debido a la competencia que dicho Ministerio había asumido conforme al Código de Minas, la remisión no tuvo ninguna incidencia alguna en el trámite definitivo, toda vez que el Ministerio no resolvió y devolvió el expediente a la CVC para que ésta decidiera; por lo tanto, el Ministerio reconoció la competencia de la autoridad regional.   

5. Recurso de apelación.
5.1. Mediante escrito presentado el 4 de diciembre de 2000, ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, el apoderado de la parte actora interpuso recurso de apelación contra la sentencia proferida por ese Tribunal el 3 de noviembre de 2000, por no estar de acuerdo con la decisión tomada en primera instancia
. 

Mediante auto del 19 de enero de 2001, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, concedió el recurso de apelación interpuesto por la parte  demandante
. Y la Sección Tercera de esta Corporación, mediante auto proferido el 20 de abril de 2001, admitió dicho recurso
. 
5.2. En el recurso de apelación la parte demandante solicita que se revoque la sentencia apelada y, en su lugar, se acceda a las súplicas de la demanda, esto es, que se declare la nulidad de los actos demandados y que a título de restablecimiento de derechos, le paguen el valor de la indemnización que consta en la prueba pericial. Los argumentos de la parte demandante son los siguientes: 
5.2.1. En primer lugar, el recurrente sostiene que la CVC ordenó la suspensión de las labores de extracción de materiales de arrastre haciendo caso omiso de la resolución No. 90 de 1990, con base en la cual, el permiso se había otorgado hasta cuando se obtuvieran los resultados del estudio en detalle que adelantaría junto con el MOPT. Adujo el recurrente que los esperados estudios técnicos que adelantaría la CVC, “fueron sustituidos por un concepto del señor personero municipal de Cali, quien sin ningún fundamento técnico decidió que la explotación (…) causaba daño a los intereses públicos por cuanto su draga no estaba ubicada a 5.000 metros aguas abajo del puente El Hormiguero”.

Además, el demandante señala que con el fin de controvertir el concepto del ministerio público solicitó la práctica de una prueba de inspección judicial, con la cual se probaría “que la explotación de gravas y arenas que la Sociedad DRAGAOS PEREA LTDA realizaba a una distancia de casi un kilómetro aguas abajo del puente El Hormiguero, no podía afectar la base del puente (…)”; sin embrago, la entidad demandada nunca asistió a la práctica de la prueba y no fue posible refutar sus deducciones.

5.2.2. En cuanto a los perjuicios causados, el recurrente sostiene que la suspensión definitiva de las labores de extracción le causó graves perjuicios materiales, cuyo sustento probatorio es el estudio pericial que obra en el expediente, el cual no fue objetado por la Corporación y, por tanto, debe ser indemnizado.    

5.2.3. A juicio del recurrente el Tribunal vulneró el artículo 23 constitucional, pues acogió la interpretación jurisprudencial que hizo la Corte Constitucional acerca de la naturaleza del material de arrastre, según la cual, se trata de recurso natural renovable, pese a que el Código de Minas lo define como “materiales pétreos desintegrados en tamaños de gravas y arenas que se extraen de los ríos, quebradas y vegas de inundación”.  

6. Concepto del Ministerio Público.

De conformidad con el artículo 59 inciso 2º de la ley 446 de 1998, el Ministerio Público presentó concepto el 31 de agosto de 2001, en el que expresó compartir la decisión del ad quo y, con base en las siguientes consideraciones, solicitó su confirmación
:

6.1. En cuanto al cargo de falsa motivación alegado por el demandante, el Ministerio Público consideró que no estaba facultado para pronunciarse sobre este cargo dado que no fue sustentado en la demanda. 

6.2. Por otra parte, la Delegada advirtió que, si bien no se estaba juzgando la resolución No. 90 de 1990 por medio del cual la CVC otorgó el permiso de extracción, sino las resoluciones por medio de las cuales se negó la prórroga de dicho permiso,  resultaba necesario pronunciarse en términos generales sobre la competencia de la entidad demandada.  

Así, cuando la CVC expidió el permiso de extracción de materiales de arrastre, mediante la resolución No. 90 de 1990, ya regía el decreto 2655 de 1988, contentivo del Código de Minas, el cual regulaba íntegramente la explotación de recursos naturales no renovables, dentro de los que se incluía expresamente el régimen de los materiales de construcción, y asimismo, otorgaba la competencia en todo lo relacionado con la autorización de explotación de tales recursos al Ministerio de Minas y Energía. Sobre el particular el Consejo de Estado tuvo la oportunidad de pronunciarse, así: 


“Según el mismo Código, dentro del concepto de minería, y desde luego para efectos de exploración y explotación del suelo y subsuelo mismo, están comprendidos los materiales de construcción (Art. 15), y dentro de estos los materiales de arrastre (artículos 109 y 113); y de acuerdo con lo expresado en sus artículos 41, 42, 44, 45, 46 y 75, es al Ministerio de Minas a quien le corresponde otorgar y reglamentar el derecho a explotar los citados materiales como integrantes que son del suelo minero” (Sección 1ª, Sentencia del 8 de septiembre de 1995, Expediente 3221; Consejero ponente: Doctor Yesid Rojas Serrano).      

A su vez, las Corporaciones Autónomas Regionales, de acuerdo con el artículo 31 numeral 11 de la ley 99 de 1993, solo tenían facultades de “evaluación, control y seguimiento ambiental de las actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte, uso y depósito de los recursos naturales no renovables…”, pero de ninguna manera les correspondía otorgar permisos o autorizaciones de explotación de los mismos. 

En este orden, no obstante la entidad demandada alegó que en virtud del Código de Recursos Naturales Renovables y el Medio Ambiente -decreto 2811 de 1974-, las concesiones para la exploración y explotación mineral en cauces o lechos de ríos, no podían ser otorgadas sin previa autorización de la entidad encargada de la conservación del río, dicho Código es anterior al Código de Minas, que en su artículo 325 estipuló la derogatoria de todas las disposiciones que resultaran contrarias.

6.3. Así las cosas, el Ministerio Público concluyó que a las Corporaciones Autónomas Regionales no les corresponde la concesión de permisos para la explotación de recursos naturales no renovables y, específicamente, de materiales de arrastre. Pero que, si bien es cierto que en “(…) en el presente caso, como ya se advirtió, no se está demandando la nulidad de un acto de tal naturaleza, sino todo lo contrario: Un acto mediante el cual, la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca C.V.C., se negó a “prorrogar” un permiso concedido con anterioridad, decisión para la cual esta Delegada considera que sí tenía competencia, toda vez que el acatamiento a tal solicitud se traduciría en la prolongación de una situación irregular, en la cual no mediaba la intervención de la autoridad competente, corrigiendo entonces la anomalía anterior”. 
Encontrándose el asunto al despacho para decidir, a ello se procede previas las siguientes consideraciones:

IV. CONSIDERACIONES

Para adoptar la presente decisión, la Sala revisará en primer lugar su competencia (punto 1); luego,  se pronunciará sobre la naturaleza jurídica de los actos demandados (punto 2); y finalmente, estudiará los problemas jurídicos planteados en el presente caso (punto 3).
1. Competencia de esta Sección para conocer el recurso de apelación.

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en proceso de doble instancia, seguido contra la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA en el cual se denegaron las pretensiones de la demanda, tal como lo establecen los artículos 129 y 132 del Código de lo Contencioso Administrativo. 
Por tratarse de un proceso que versa sobre asuntos de explotación minera, en los términos del Acuerdo 58 de 1999, por el criterio de especialización, es competente la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación.
Previo a decidir, debe precisarse que el recurso de alzada contra la sentencia, sólo lo interpuso la parte actora, por lo tanto, la Sala resolverá a partir de lo señalado en el artículo 357 del C.P.C.
, es decir, abordará el estudio sin hacer más gravosa la situación del apelante único, respetando así el principio de la non reformatio in pejus. 

2. Naturaleza Jurídica de los actos demandados.

La revisión de la naturaleza de los actos demandados se convierte en un asunto esencial; ya que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 85 del C.C.A la acción de nulidad y restablecimiento del derecho sólo procede frente a actos administrativos
. Esto es, manifestaciones de la voluntad, en ejercicio de la autoridad propia de las autoridades administrativas, de otras entidades públicas o de los particulares en ejercicio de la función administrativa, con capacidad de producir efectos frente a un sujeto de derecho o ante un grupo determinado o indeterminado de ellos, de manera indiferente a la anuencia de estos
. 

La Sala llama la atención sobre las distintas formas jurídicas que pueden revestir los actos administrativos, en otras palabras, en el derecho administrativo colombiano el concepto de acto administrativo no se vincula a la adopción de una forma concreta; así, al hablar de actos administrativos podemos estar en presencia de decretos, resoluciones, acuerdos, ordenanzas, circulares, entre otros, de allí que el estudio de su contenido material resulte esencial para determinar si se está ante una verdadera decisión de la administración, pues ésta no va a depender del nombre utilizado al momento de su adopción, sino de la aplicación conjunta de los criterios subjetivo y material
. 

En este orden de ideas, el operador jurídico debe observar el cumplimiento de dos condiciones para concluir que está frente a una manifestación de la voluntad susceptible de control judicial: 1. Que provenga de una autoridad o particular que cumpla funciones administrativas, y; 2. Que se observe un contenido decisorio, o lo que es igual, que produzca efectos
. 

La Sala constata entonces, al analizar los actos demandados, que la presencia de los elementos propios de los actos administrativos se verifica en este caso concreto, pues se está ante manifestaciones unilaterales de la voluntad de la administración, que se producen sin la anuencia de sus destinatarios y que trazan verdaderas reglas de conducta obligatorias para éstos. 

Ahora bien, dentro de los actos administrativos se suelen distinguir los actos de contenido general de aquellos de contenido individual y concreto. Así, éstos últimos se caracterizan por la presencia de varios elementos: i) la expresión o manifestación concreta o específica, proveniente de quienes ejercen funciones administrativas,  aunque, excepcionalmente el acto administrativo también puede consistir en una omisión; ii)  dicha manifestación puede provenir no solo de los órganos de la rama ejecutiva del poder público, sino también, de cualquier autoridad de los otros poderes, de los órganos autónomos, o de los particulares que ejercen funciones públicas; iii)  la expresión de la voluntad debe provenir de un solo sujeto, esto es, de aquel que ejerce funciones públicas; iv) dicha voluntad no puede ser otra que la prevista en la Constitución, en la ley o en los reglamentos; v) y se debe tratar de una voluntad decisoria, es decir, que posea fuerza suficiente para crear situaciones jurídicas concretas y particulares o para reconocer un derecho de igual categoría
.
Al analizar el caso sub lite, la Sala encuentra que a través de los actos demandados la CVC, una entidad de régimen o carácter especial de rango legal que ejerce funciones administrativas
, en primer lugar, negó la solicitud de prórroga de un permiso común para extracción de materiales de arrastre, presentada por un particular; y en segundo término, resolvió los recursos interpuestos contra el acto antes mencionado. 

En consecuencia, del contenido de los actos demandados para la Sala resulta claro que estos son de carácter particular y concreto, pues el titular de la situación jurídica a que ellos se refieren es la Sociedad Dragados Perea y Cia. Ltda., cuya petición dio lugar a la expedición del primero de los actos demandados. Así las cosas, el carácter obligatorio de los actos demandados salta a la vista, al igual que su capacidad para crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas particulares.

3. Caso concreto.
A continuación se resolverán los problemas jurídicos planteados a partir de la sentencia de primera instancia y del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante. Para ello la Sala, en primer lugar, estudiará la competencia de la CVC para proferir los actos demandados (punto 3.1) y lo referente a la falsa motivación señalada por la parte demandante (punto 3.2); posteriormente, la Sala determinará si hay lugar o no a ordenar el restablecimiento del derecho y el pago de los perjuicios solicitados por el demandante  (punto 3.2).

3.1. Competencia de la CVC para proferir los actos demandados.

3.1.1.En el caso sub lite, el demandante planteó una controversia relativa a la ausencia de competencia de la CVC para expedir los actos objeto de juzgamiento, para ello se fundó en el decreto-ley 2655 de 1988, por medio del cual se expidió el Código de Minas; y la ley 99 de 1993, por medio de la cual se creó el MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE, se reordenó el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organizó el Sistema Nacional Ambiental -SINA- y se dictaron otras disposiciones. A juicio del demandante, en virtud de estas normas, la competencia de expedir o negar permisos para la extracción de materiales de arrastre correspondía al Ministerio de Minas y Energía, denominado posteriormente, Ministerio del Medio Ambiente.

Por su parte, la entidad demandada sustentó su actuación en el decreto 737 de 1971; en el decreto-ley 2811 de 1974, por medio del cual se expidió el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente; en la ley 99 de 1993; y en el decreto 1753 de 1994, por medio del cual se reglamentó parcialmente la ley 99 de 1993, los cuales, en sus términos, se constituyeron como normas habilitantes para expedir el permiso de extracción de materiales de arrastre a favor de la Sociedad Dragados & Perea Ltda., y para, posteriormente, negar la prórroga del mismo.

3.1.2. La Sala encuentra pertinente señalar que uno de los elementos esenciales para determinar la validez de un acto administrativo es el sujeto activo, es decir, la administración o quien cumple funciones administrativas, y que actúa como sujeto impulsor de la actividad procedimental y ejecutor unilateral de lo decidido
. 

Al hablar del sujeto activo indefectiblemente se está haciendo referencia a la competencia de la que debe ser titular dicho sujeto. En otras palabras, la autoridad estatal, o el particular revestido de funciones administrativas para adoptar decisiones de manera unilateral, deben ser depositarios de la competencia necesaria para crear un acto administrativo; de lo contrario, la falta de capacidad jurídica para la expedición de dicho acto traerá como consecuencia la ausencia de un presupuesto indispensable para la validez del mismo
.

En conclusión, la competencia debe ser atribuida por la Constitución, la ley o el reglamento; debe ser expresa, irrenunciable, improrrogable y sólo excepcionalmente delegable; debe ser de estricto cumplimiento con el objeto de satisfacer los intereses generales del ordenamiento jurídico y, por lo tanto, un acto proferido por sujetos que no tengan competencia legalmente atribuida para ello, se encuentra viciado de nulidad
.

3.1.3. Así las cosas, resulta necesario dilucidar si la CVC era o no competente para proferir los actos demandados. Para ello, la Sala procederá a analizar cronológicamente las disposiciones citadas y las que sean conducentes, específicamente, en lo referente a la entidad competente para expedir los permisos para la extracción de materiales de arrastre y para realizar labores de seguimiento del cumplimiento de las cargas ambientales que conlleva el mismo. 

· La Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca fue creada desde el 1954, mediante el decreto 3110, con el fin, entre otros, de velar por el mejoramiento de los cauces de los ríos para sus distintos usos (artículo 2.h) y de fomentar la explotación de los recursos minerales (artículo 2.I) dentro de los territorios de su jurisdicción.

· Posteriormente, en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la ley 23 de 1973, el Presidente de la República expidió, mediante el decreto 2811 de 1974, el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente, cuyo objeto era, entre otros, lograr la preservación y restauración del ambiente y la conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables (artículo 2.1); y prevenir y controlar los efectos nocivos de la explotación de los recursos naturales no renovables sobre los demás recursos (artículo 2.2.). 
En relación con la extracción por particulares, de materiales de arrastre de los cauces o lechos de las corrientes o depósitos de aguas, como piedra, arena y cascajo, el Código estableció como requisito la expedición de un permiso (artículo 99); y en el caso de las concesiones para la exploración o explotación mineral, determinó que no podrían ser otorgadas sin previa autorización de la entidad que debe velar por la conservación del cauce o lecho (artículo 100); seguidamente, contempló la posibilidad de ordenar la suspensión provisional o definitiva de las explotaciones de que se derive peligro grave o perjuicio para las poblaciones y las obras o servicios públicos.
En los términos del presente Código, la explotación de minerales es una actividad que requiere de concesión sobre el uso de las aguas, las cuales, son bienes de dominio públicos que, correlativamente generan a cargo del concesionario la obligación de mantener limpios los cauces donde se arroje la carga o desechos del laboreo para que las aguas no se represen, no se desborden o se contaminen; la de no perjudicar la navegación; y la de no dañar los recursos hidrológicos (artículo 146).   

En lo relativo a la administración de las aguas y cauces, el Código determinó de manera genérica que corresponde al gobierno autorizar y controlar el aprovechamiento de las aguas, y la ocupación y explotación de los cauces (artículo 155), sin embargo, en virtud de una interpretación sistemática del texto, esta Sala entiende que dicha competencia se concreta en cabeza de la entidad que debe velar por la conservación del cauce o lecho.

· Con el fin de poder cumplir los objetivos establecidos por el artículo 2 del decreto-ley 2811 de 1974, el Presidente de la República expidió el decreto 1541 de julio 26 de 1978, con el objetivo de reglamentar las normas relacionadas con el recurso agua, su dominio y el de sus cauces y riberas (artículo 1).

El decreto, estableció que la administración y el manejo del recurso hídrico correspondían al Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente -INDERENA-, salvo cuando esta función hubiera sido adscrita por ley a otras entidades (artículo 3). Para efectos de regular el dominio de los cauces y lechos de donde se extraen los materiales mineros, la norma entendió por “cauce natural la faja de terreno que ocupan las aguas de una corriente al alcanzar sus niveles máximos por efecto de las crecientes ordinarias; y por lecho de los depósitos naturales de aguas, el suelo que ocupan hasta donde llegan los niveles ordinarios por efectos de lluvias o deshielo” (artículo 11).
En este orden, se reguló el proceso para la obtención y revocatoria de los permisos comunes para la explotación y ocupación de cauces y lechos (artículo 87). En primer lugar, estableció que las personas interesadas en obtener dichos permisos, deberán presentar solicitud al Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente, INDERENA. Recibida la solicitud, la entidad ordenará la publicación de un extracto de la petición, con el fin de que quienes se sientan perjudicados con el permiso hagan valer sus derechos, y correrá traslado al Personero del Municipio donde se va a realizar la explotación para que informe si ésta puede afectar los intereses públicos (artículo 89). Posteriormente, se estableció que la entidad ordenará la práctica de una visita ocular, con el fin de estudiar los aspectos técnicos, y determinar la conveniencia o inconveniencia del permiso (artículo 90), el cual, en todo caso, no podrá exceder de 10 años, prorrogable por el mismo plazo (artículo 92). Adicionalmente, reguló la revocatoria del permiso, de modo que cuando se presentara alguna de las causales, tal como, el incumplimiento grave o reiterado de las normas sobre preservación de recursos, la entidad estaría facultada para dejarlo sin efecto (artículo 93).   

El decreto también coordinó la actividad de las entidades gubernamentales que adelantaban programas relacionados con el recurso hídrico, así, a las Corporaciones Regionales les encomendó la función de proteger y controlar la calidad de las aguas; y al Ministerio de Minas y Energía le asignó la función de establecer los mecanismos adecuados para prevenir o corregir la contaminación o deterioro del recurso hídrico como consecuencia de actividades tales como la exploración y explotación minera o petrolera (artículos 277 y 278).

· Años más tarde, el Congreso de la república aprobó la Ley 57 de 1987, por medio de la cual le confirió facultades extraordinarias al Presidente de la República y éste, en virtud de dichas facultades, profirió el decreto 2655 de 1988, por medio del cual se expidió el Código de Minas. 

Uno de los objetivos principales del Código era fomentar la actividad de exploración del territorio nacional con el fin de determinar la existencia de minerales y facilitar su racional explotación (artículo 1). Para lo cual, se regularon las relaciones entre las diversas entidades estatales, en lo referente a la exploración, explotación y beneficio de los recursos naturales no renovables que se encuentren en el suelo o en el subsuelo (artículo 2), puesto que si bien, pertenecen a la Nación de manera inalienable e imprescriptible, las autoridades están facultadas para conferir derechos sobre los mismos, ya sea a favor de los particulares o de organismos descentralizados. En este orden, según lo previsto en este Código eran derechos adquiridos y consolidados, los permisos y licencias otorgados mediante resolución debidamente ejecutoriada, que conservaran su vigencia y validez (artículo 6).

En los términos del Código, el acto administrativo que otorga a una persona la facultad de explorar y explotar el suelo o subsuelo minero de propiedad nacional, ya sea que tome la forma de licencia, permiso, concesión y aporte, confiere a su titular el derecho exclusivo y temporal de establecer la existencia de minerales en cantidad y calidad aprovechables, y de apropiárselas mediante su extracción (artículo 13).

El otorgamiento del derecho de explotación, sólo es posible al vencimiento de la licencia de exploración, si el titular ha dado cumplimiento a sus obligaciones y está ejecutando un proyecto de pequeña minería, es decir, con un volumen de extracción de materiales de construcción no mayor a los 10.000 metros cúbicos anuales. En el caso de los proyectos de mediana y gran minería, el Código estableció que el derecho a explotar se otorga mediante la suscripción de un contrato de concesión (artículos 15 y 44).
La solicitud de licencia de exploración se presentará ante el Ministerio de Minas y Energía o ante alguno de los organismos o autoridades que este despacho delegue, en formularios simplificados, junto con la localización técnica del área que se pretende explorar, la calificación provisional de su proyecto dentro de los rangos de pequeña, mediana y gran minería, y el mineral o minerales que serán objeto de sus trabajos (artículos 41, 251 y 263). Inicialmente, la entidad expedirá una licencia de 1, 2 o 5 años, de acuerdo con el número de hectáreas en las que se vayan a ejecutar los trabajos de exploración (artículo 32). Los beneficiarios de mediana y gran minería presentarán un informe de progreso por cada año de la vigencia de la licencia, y al vencimiento de la misma, deberán presentar un informe final de exploraciones y el programa de trabajos e inversiones, conforme al cual, el Ministerio calificará el proyecto como de pequeña, mediana o gran minería (artículos 40 y 36). 

· Posteriormente se aprueba la ley 99 del 22 de diciembre de 1993, mediante la cual se creó el Ministerio del Medio Ambiente, se reordenó el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, y se organizó el Sistema Nacional Ambiental, SINA. 
En materia de la asignación de competencias entre las instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios generales ambientales, la ley estableció una jerarquía en orden descendente, así: Ministerio del Medio Ambiente, Corporaciones Autónomas Regionales, Departamentos y Distritos o municipios.
El título VIII sobre las licencias ambientales, estableció que el desarrollo de cualquier actividad que pueda producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, requerirán de una licencia ambiental, esto es, la autorización que otorga la autoridad ambiental competente, sujeta al cumplimiento por el beneficiario de la licencia de los requisitos que la misma establezca en relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales de la obra o actividad autorizada (artículos 49 y 50).

El tema de las licencias ambientales fue objeto de reglamentación por medio del decreto 1753 de agosto 3 de 1994, en el cual, se delimitaron las actividades cuya licencia ambiental era competencia del Ministerio del Medio Ambiente, y las que debían ser expedidas por las Corporaciones Autónomas Regionales (artículos 7 y 8).

Así, en las actividades de “explotación, beneficio, transporte y depósito de los recursos naturales no renovables, realizadas en desarrollo de la mediana y pequeña minería”, la competencia para la expedición de la licencia ambiental fue asignada a las Corporaciones Autónomas Regionales, y sólo en el caso que las actividades fuesen adelantadas directamente por dichas Corporaciones, la licencia sería otorgada por el Ministerio del Medio Ambiente (artículo 8).   

Una vez presentada la solicitud, la autoridad ambiental competente decidirá sobre la necesidad o no de presentar el diagnóstico ambiental de alternativas, y definirá sus términos de referencia, cuando éstos no hayan sido previamente establecidos para el sector. En caso de colisión de competencias entre autoridades ambientales, se suspenderán los términos del proceso hasta tanto el Ministerio del Medio Ambiente dirima el conflicto (artículo 30).

Presentado el diagnóstico ambiental, la autoridad ambiental decidirá sobre la alternativa o alternativas sobre las cuales deba realizarse un estudio de impacto ambiental. Posteriormente, expedirá un auto de trámite que declare reunida toda la información requerida,  decidirá sobre la viabilidad ambiental del proyecto, y finalmente, otorgará o negará la licencia ambiental. Contra la resolución por la cual se otorga o se niega la licencia ambiental procederá el recurso de reposición ante la misma autoridad ambiental que profirió el acto, y el recurso de apelación ante el Ministerio del Medio Ambiente cuando el acto sea expedido por las demás autoridades ambientales competentes (artículo 30).

El beneficiario de una licencia ambiental asume la responsabilidad por los perjuicios derivados por el incumplimiento de los términos, requisitos, condiciones, exigencias y obligaciones señalados en ella. Cuando por causa plenamente justificada, el beneficiario de la licencia ambiental, prevea dicho incumplimiento, deberá informar a la autoridad ambiental competente (artículo 31). 

En caso que el beneficiario incumpla, la licencia ambiental podrá ser suspendida o revocada mediante resolución motivada, por la misma autoridad ambiental que la otorgó o por el Ministerio del Medio Ambiente. Antes de proceder a la revocatoria o suspensión de la licencia ambiental, se requerirá por una sola vez al beneficiario de ésta, para que en un plazo determinado, corrija el incumplimiento en el cual ha incurrido o presente las explicaciones que considere necesarias sobre las causas de su incumplimiento (artículos 31 y 33). No obstante, en casos de emergencia determinados por circunstancias de orden natural, social o de interés nacional que así lo aconsejen, para proteger los recursos naturales, el medio ambiente y la salud humana, la autoridad ambiental competente, sin consentimiento del beneficiario de la licencia ambiental, podrá dictar, entre otras, mediante resolución motivada y según la gravedad de la infracción, la medida preventiva de suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización, de acuerdo con el procedimiento establecido en el decreto 1594 de 1984 (artículo 34). 

La licencia ambiental podrá ser modificada o renovada, para ello, la autoridad ambiental competente dispondrá de un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, contados a partir de la presentación de la solicitud, para pronunciarse sobre los requisitos y condiciones que deba cumplir el beneficiario de la licencia ambiental. Una vez allegada la información y cumplidos los requisitos y condiciones, la autoridad ambiental dispondrá de un plazo máximo de sesenta (60) días para decidir sobre la renovación o modificación de la licencia correspondiente (artículo 36).

Hasta aquí, después de realizar este recorrido normativo, la Sala concluye que, en vigencia de la Ley 99 de 1993 y de su decreto reglamentario 1753 de 1994, las autoridades competentes para expedir las licencias ambientales para la explotación de recursos naturales no renovables que se lleve a cabo en el marco de proyectos de pequeña y mediana minería, son las Corporaciones Autónomas Regionales en sus respectivas jurisdicciones.

Ahora bien, en las disposiciones finales del decreto 1753 de 1994, se reguló un régimen de transición, conforme al cual se establecieron tres posibles escenarios (artículo 38):

· En primer lugar, los proyectos, obras o actividades, que conforme a las normas vigentes antes de la expedición del presente decreto, obtuvieron los permisos, concesiones, licencias y autorizaciones de carácter ambientales que se requerían, podrán continuar, pero la autoridad ambiental competente podrá exigirles, mediante providencia motivada, la presentación de planes de manejo, recuperación o restauración ambiental.
· En segundo término, los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de este decreto, iniciaron todos los trámites tendientes a obtener los permisos, licencias, concesiones y autorizaciones de carácter ambiental exigidos por las leyes en ese momento vigentes, continuarán su trámite de acuerdo con las mismas y en caso de obtenerlos podrán adelantar el proyecto, obra o actividad, pero la autoridad ambiental podrá exigirles, mediante providencia motivada la presentación de planes de manejo, recuperación o restauración ambiental.
· Por último, los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de la Ley 99 de 1993 iniciaron actividades, no requerirán licencia ambiental. Tampoco requerirán licencia ambiental aquellos proyectos de competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales que iniciaron actividades antes de la expedición del presente decreto. Lo anterior no obsta para que dichos proyectos obras o actividades cumplan con la normatividad ambiental vigente, excluido el requisito de obtener licencia ambiental.
En este orden de ideas, la Sala concluye que el Decreto 1753 de 1994 estableció un régimen excepcional para aquellos proyectos, obras o actividades que se hubiesen iniciado antes de su entrada en vigencia, aplicable también a aquellos que simplemente estuviesen en la etapa inicial de solicitar los permisos requeridos bajo la legislación anterior. 

3.1.4. En el caso que nos ocupa, la parte demandante, es decir, la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CÍA LTDA. venía realizando actividades de extracción de arena, grava y balasto y para ello contaba inicialmente con un permiso expedido por la CVC en 1987, resolución que quedó en firme al proferirse la resolución No. 90 de febrero 14 de 1990, mediante la cual la misma entidad resolvió el recurso de reposición interpuesto por la Sociedad aquí demandante contra la resolución de 1987. 

Años más tarde, el 24 de junio de 1993, la misma sociedad solicita a la CVC la expedición de una prórroga de un permiso común para la extracción de materiales de arrastre del lecho del río Cauca. Solicitud que fue tramitada por dicha Corporación como un nuevo permiso, ya que el permiso anterior no se encontraba sujeto a un plazo específico, y que fue resuelta de forma negativa el 30 de diciembre de 1994 por la misma Corporación, con fundamento en los argumentos expuestos por el personero municipal del Cali. 
En atención a estos hechos que se encuentran plenamente probados en el expediente, la Sala constata que la solicitud para la obtención del permiso común para la extracción de materiales de arrastre, pese haber sido resuelta por la CVC en vigencia del Decreto 1753 del 3 de agosto de 1994, fue presentada ante esta entidad cuando el decreto 1753 aún no se había expedido, situación que se enmarca en la segunda hipótesis prevista en el régimen de transición antes señalado. Esto es, que los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de este decreto, iniciaron todos los trámites tendientes a obtener los permisos, licencias, concesiones y autorizaciones de carácter ambiental exigidos por las leyes en ese momento vigentes, continuarán su trámite de acuerdo con las mismas y en caso de obtenerlos podrán adelantar el proyecto, obra o actividad, lo que significa que la legislación aplicable a dicha solicitud era el decreto 2655 de 1988 (Código de Minas), según el cual era el Ministerio de Minas y Energía el encargado de expedir los permisos para las actividades de explotación desarrolladas en el marco de proyectos de mediana minería.

Así las cosas, la Sala encuentra probado que la CVC no era competente para expedir la resolución No. 1300 de 1994 y, por tanto, habrá lugar a declarar la nulidad de los actos demandados.

3.2. El cargo de falsa motivación.

Si bien no resulta necesario pronunciarse sobre este cargo, debido a que los actos demandados serán declarados nulos por falta de competencia de la autoridad que los profirió, la Sala encuentra pertinente advertir sobre la obligación del demandante de explicar el concepto de la violación.

Según se afirma en la demanda, la CVC incurrió en una ostensible violación de normas superiores y, en consecuencia, su actuación administrativa, contenida en los actos administrativos enjuiciados, debe ser anulada por falsa motivación
.

A juicio de la Sala, de la demanda se desprenden con claridad los argumentos de la parte actora para afirmar que los actos demandados adolecen de falta de competencia; sin embargo, no sucede lo propio respecto del cargo de falsa motivación. 

Así las cosas, la Sala quiere resaltar que siendo esta una jurisdicción rogada, y tratándose de las acciones que tengan como propósito la nulidad de actos administrativos, la ley contenciosa administrativa (artículo 137.4 del C.C.A.) exige que en la demanda se indiquen las normas violadas y se explique el concepto de su violación. 

En otras palabras, la demanda debe contener una referencia indudable al conjunto normativo o relación jurídica de derecho positivo presuntamente desconocida con la expedición del acto administrativo impugnado, y adicionalmente, de manera imperativa, una explicación en derecho del alcance de ese desconocimiento, en lo que la ley denomina concepto de la violación. Se trata pues, de un análisis juicioso de por qué las normas invocadas como violadas han sido desconocidas por las autoridades al expedir el acto administrativo objeto de la demanda, es decir, que a la autoridad judicial se le deben exponer las razones por las cuales se pone en duda la presunción de legalidad que ampara toda decisión administrativa
.

Dado lo anterior, no encuentra esta Sala fundamentado el cargo de falsa motivación; razón por la cual, resulta imposible pronunciarse al respecto. 

3.3. El restablecimiento del derecho y el pago de los perjuicios solicitados por la parte demandante.  

La parte demandante solicita que se declare que “la sociedad DRAGADOS PEREA Y CIA Ltda., puede continuar con sus labores extractivas de arena y balasto a la altura del predio Cauquita o Cauca, sobre el lecho del Río Cauca, ubicado en la jurisdicción del Municipio de Cali, Departamento del Valle del Cauca, mientras el organismo competente, este es, el Ministerio de Minas y Energía continúe autorizando esta actividad comercial”. Así mismo, solicita que se condene a “la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA –C.V.C.- a reconocer y pagar los daños causados a la Sociedad DRAGADOS PEREA Y CIA Ltda. por concepto de daño emergente y lucro cesante, en la misma cuantía que se determine pericialmente, con sus reajustes e indexaciones conforme a la Ley (Art. 178 del C.C.A.)”
.

Por otra parte, al estimar la cuantía, la parte demandante la calcula en mil ciento veinte millones de pesos, al señalar esta cifra como el “(….) valor total de los perjuicios económicos por la suspensión de las labores de una de las dragas, desde finales de 1994 hasta Noviembre de 1997, son 35 meses (….)”
.

No obstante, la Sala considera que no se encuentra acreditado que a la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CIA. LTDA., se le haya vulnerado un derecho amparado en una norma jurídica o que haya sufrido un daño antijurídico del cual se derive la responsabilidad patrimonial del Estado. En consecuencia, por las razones que a continuación se exponen, no habrá lugar a decretar el restablecimiento del derecho, ni el pago de perjuicios a favor de la sociedad demandante.

En primer lugar, la Sala encuentra probado que la parte demandante, mediante escrito radicado el 24 de junio de 1993, solicitó a la CVC la prórroga de un permiso común para la extracción de materiales de arrastre, solicitud que la entidad resolvió de manera desfavorable, sin tener competencia para ello, mediante resolución del 30 de diciembre de 1994, decisión que confirmó más adelante, mediante las resoluciones de 12 de abril de 1996 y de 8 de agosto de 1997.
Para la Sala es evidente que la CVC al recibir una petición no siendo la entidad competente para responderla, debió actuar en cumplimiento al artículo 33 del C.C.A; y por otra parte, también resulta claro que la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CIA. Ltda. al elevar la petición a la administración debió actuar con la mínima diligencia que le permitiera dirigirse a la autoridad competente;  no obstante, ni la CVC actuó conforme lo indica el C.C.A,  ni la parte demandante desplegó una conducta medianamente diligente. 

Ahora bien, para la Sala no es admisible que la parte demandante fundamente sus pretensiones en el error por ella cometido. En otras palabras, la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CIA. Ltda. se está amparando en su propia culpa para obtener un beneficio; pues presentó una solicitud a una entidad sin competencia para pronunciarse sobre el tema, para, más adelante, alegar la incompetencia de dicha entidad como vicio del acto administrativo proferido y como fundamento para solicitar el pago de perjuicios. Sin embargo, a juicio de la Sala, nadie puede alegar en su favor su propia torpeza.

Por otra parte, la Sala advierte que  si bien en el presente proceso no se está juzgando el acto administrativo mediante el cual la CVC otorgó permiso de extracción de materiales de arrastre a la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CIA. Ltda., sólo con el fin de explicar la decisión de no acceder a todas pretensiones de la demanda, se hace absolutamente necesario analizar la competencia de la CVC para expedir dicho acto.

El permiso de extracción de materiales de arrastre fue conferido por la CVC mediante resolución 090 de 1990, lo que significa, como se expuso en páginas anteriores, que para ese momento ya regía el decreto-ley 2655 de 1988, es decir, el Código de Minas, según el cual la entidad competente para autorizar la explotación de materiales de arrastre era el Ministerio de Minas y Energía y no las Corporaciones Autónomas Regionales. En consecuencia, para la Sala es evidente que el demandante, de manera contradictoria, pretende la nulidad de un acto, alegando la falta de competencia de la autoridad que lo profirió, con el fin de obtener, mediante la declaratoria de nulidad, que subsista la situación jurídica que se había creado en su favor de manera ilegal, por otro acto también expedido sin competencia para ello. 

Así las cosas, la Sala encuentra que no le asiste razón ni derecho alguno a la parte demandante, al pretender ampararse en la imposibilidad de llevar a cabo actividades contrarias a normas imperativas, para obtener el pretendido restablecimiento del derecho y el pago de perjuicios.  Dicho de otro modo, no puede esta Sala, bajo ninguna circunstancia, amparar o proteger situaciones jurídicas surgidas de actos administrativos que al ser expedidos con ausencia de competencia, infringieron las normas en que debían fundarse y, por tanto, presentan un vicio en cuanto a su objeto como uno de sus elementos internos.

Finalmente, la Sala advierte que en la resolución de 30 de diciembre de 1994, mediante la cual la CVC negó la prórroga solicitada por la parte demandante, se cita como fundamento técnico de dicha decisión, el informe presentado por el Personero Municipal de Cali, según el cual la prórroga solicitada no resultaba procedente, pues la actividad de explotación que se venía realizando por la SOCIEDAD DRAGADOS PEREA Y CIA. Ltda. resultaba lesiva de los intereses públicos. Así las cosas, mal haría esta Sala al restablecer el derecho alegado por la parte demandante, existiendo prueba técnica de que dicho actividad de extracción de material de arrastre estaba causando perjuicios a un bien que merece suma protección, como es el medio ambiente; y que, por tanto, estaba lesionando gravemente los intereses de la comunidad.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cali el 3 de diciembre de 2000, la cual quedará así: 

“PRIMERO: DECLARAR la nulidad de los actos demandados:

1. Resolución No. 1300 de diciembre 30 de 1994, proferida por la Corporación Autónoma Regional del Cauca, subdirección de recursos naturales, división aguas. 

2. Resolución No. 54 de abril 12 de 1996. Proferida por la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, división gestión territorial Cali.

3. Resolución No. 177 de agosto 8 de 1997. Proferida por la corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, dirección general. 

SEGUNDO: DENEGAR las demás pretensiones de la demanda”.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ


ENRIQUE GIL BOTERO
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 Presidente de la Sala
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